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			PRÓLOGO

			«Tres palabras rectificadoras del legislador convierten bibliotecas enteras en basura», frase lapidaria que ha pasado a los anales de la filosofía del Derecho y cuyo origen y autoría suele situarse en la conferencia pronunciada por el fiscal prusiano H. J. VON KIRCHMAN, publicada en 1848 con el título Die Wertlosigkeit der Jurisprudenz als Wissenschaft, que suele traducirse como «La falta de valor de la jurisprudencia como ciencia», o, a veces, simplemente, como «La jurisprudencia no es ciencia» (no he tenido ocasión de leer la traducción del texto en cuestión, el cual conozco solo indirectamente por referencias en LATORRE, Angel, Introducción al Derecho, Ariel, Barcelona, 1972, p. 115; y ATIENZA, Manuel, Introducción al Derecho, Barcanova, Barcelona, 1989, p. 279).

			La idea que sirve de fundamento a semejante aserto es relativamente sencilla. El Derecho positivo y vigente en un lugar y momento dado constituye el objeto de estudio y análisis de los juristas y, siendo dicho objeto variable a voluntad de legislador y por tanto mudable y contingente, no resulta apto para un verdadero conocimiento científico. La obra del jurista es por tanto efímera y no puede pretender descubrir nada real ni permanente.

			Si nos fiamos de mi procesador de textos, la Ley 14/2014, de 24 de julio de 2014, de Navegación Marítima (LNM), no contiene 3 palabras, sino 58.642. Y con ellas puso fin a la vigencia de casi ciento treinta años del Libro III del Código de Comercio de 1885 y de varias leyes especiales, que, en su conjunto, han conformado el cuerpo de legislación marítima objeto de exégesis, comentario, interpretación y aplicación por parte de los juristas españoles a lo largo de todo el pasado siglo y de lo que llevamos del presente.

			¿Debemos entonces arrojar al basurero los cientos de sentencias del Tribunal Supremo que han venido conformando una doctrina legal interpretativa del anterior Derecho marítimo positivo? ¿Son ya inútiles y carecen de valor alguno la ingente cantidad de comentarios, artículos y aportaciones doctrinales de nuestros profesores y demás operadores jurídicos nacidas a la luz de las normas marítimas que han quedado derogadas? ¿Debemos arrojar a la papelera los «Cursos» y «Manuales» que han tratado de ilustrar de forma sistemática acerca de esta asignatura?

			Opino que la respuesta a los anteriores interrogantes solo puede ser negativa. En modo alguno puede afirmarse la inutilidad sobrevenida de toda la referida literatura jurídica.

			En realidad, el hecho (cierto) de que la investigación de la llamada ciencia jurídica no pueda, sin más, asimilarse a la investigación en las ciencias naturales, no menoscaba el absoluto el valor de la jurisprudencia, entendida en el sentido amplio de dogmática jurídica o técnica para la interpretación, aplicación y progreso del Derecho objetivo, que es lo que propiamente constituye el objeto del quehacer de los juristas.

			El carácter esencialmente efímero del contenido material de la mayoría de las normas jurídicas no representa un obstáculo para la importante función social que cumple la jurisprudencia, sino que ha de verse más bien como una característica estructural de la técnica y de la investigación jurídica. Es precisamente la posible mutabilidad de las normas la que hace posible que la dogmática denuncie sus defectos o carencias y proponga las modificaciones necesarias al legislador con vistas a llenar sus lagunas, aclarar su significado, y progresar en el permanente proceso de acomodación a la realidad económica y social en busca de un ideal de justicia.

			Bien puede pensarse y decirse que la LNM es más un Derecho marítimo nuevo que una mera reforma del existente. Pero tal aserto ha de tomarse en sus justos términos, ya que muchas veces la novedad no opera tanto en el fondo como en la forma. Y ello por cuanto gran parte de las materias ahora reguladas son netamente tributarias y no siempre difieren en lo substancial del Derecho marítimo objeto de investigación y glosa por la literatura jurídico-marítima del pasado y del presente siglo.

			Ciertamente la LNM introduce asimismo un nutrido grupo de instituciones nuevamente reguladas, bien se trate de contratos (tipificación de los contratos de construcción naval, de compraventa de buque, de gestión naval, de manipulación portuaria, de practicaje, de consignación de buques, de arrendamiento de buque, de remolque marítimo, etc.), de determinados sujetos de la navegación (armadores, navieros o gestores navales), bien sean atinentes a los accidentes de la navegación (responsabilidad civil por daños de contaminación), o, en fin, se trate de las instituciones de naturaleza netamente procesal (procedimiento para limitar la responsabilidad y certificación pública notarial de ciertos expedientes).

			Pero incluso en la mayoría de todos esos casos la novedosa regulación no ha hecho sino inspirarse y seguir las sugerencias y soluciones largamente postuladas en la obra de los juristas, realizada, con esfuerzo, talento e imaginación, a la luz de un Derecho marítimo anterior caracterizado por sus importantes lagunas, escasa claridad y notable obsolescencia.

			No cabe, por otra parte, desconocer que el carácter novedoso de la LNM se mueve exclusivamente en el ámbito de las normas de origen interno, esto es, sin afectar para nada (no podría ser de otro modo) al Derecho marítimo internacional uniforme, cuya vigencia y contenido no se ven en modo alguno afectados por la Ley, como no sea precisamente para declarar expresamente (algo que tampoco era muy necesario) su prevalencia sobre las propias normas de la LNM. Y, aún con mayor razón, quedan intactos los contenidos de la disciplina contractual recogida en las numerosas pólizas tipo, condiciones generales y demás formularios profusamente utilizados en la contratación marítima internacional (algo que el profesor PULIDO denomina «fuentes convencionales»). Mantienen así todo su valor exegético o didáctico las publicaciones, resoluciones judiciales, y demás elaboraciones de los jurisconsultos que versan sobre las referidas fuentes y contratos.

			Es a la luz de las anteriores reflexiones como, en particular, debería ahora valorarse el sentido y utilidad de las más recientes obras de Derecho marítimo de carácter general y vocación predominantemente universitaria.

			Sin ánimo de exhaustividad y mencionados por orden cronológico, nos referimos a los siguientes cursos y manuales: El Derecho Marítimo, de VIGIER DE TORRES, 1977; los sucesivos Manuales del profesor RUIZ SOROA, publicados a lo largo de las pasadas décadas de los ochenta y de los noventa; el Curso de derecho de la Navegación, del abogado GONZÁLEZ LEBRERO,1998; las tres ediciones del Manual de Derecho de la Navegación Marítima, de los profesores GABALDÓN GARCÍA y RUIZ SOROA, la primera en 1999 y la tercera en 2006; las dos ediciones del Curso de Derecho Marítimo del profesor ARROYO MARTÍNEZ, de 2000 la primera y de 2005 la segunda; las cuatro primeras ediciones del Compendio de Derecho Marítimo, del mismo autor; las Instituciones de Derecho de la Navegación Marítima, del profesor PULIDO BEGINES, obra aparecida en 2009, y, en fin, el «Curso de Derecho Marítimo Internacional», publicado por quien tiene el honor de escribir estas líneas, en 2012.

			Creo inadmisible defender que su destino no sea otro que la papelera. Más bien habrán de servir de referencia y consulta obligada para toda investigación jurídica que se desenvuelva en el campo de esta disciplina, y ello sin olvidar su posible utilidad para la noble tarea de aplicar el Derecho. Y es que no puede olvidarse que los antecedentes legislativos constituyen uno de los principios hermenéuticos básicos de los presentes en nuestro Ordenamiento.

			No quiere con ello decirse, en modo alguno, que no sean necesarias, y hasta urgentes, otras obras que vengan a renovar aquellas y ofrezcan una visión ordenada y clara del Derecho marítimo vigente. Ello es particularmente cierto cuando se trata del ámbito universitario, ya que resulta indispensable facilitar el aprendizaje de los nuevos estudiosos.

			Cabe, por tanto, esperar la pronta aparición de nuevas ediciones de cursos y manuales especializados y asequibles para quienes por primera vez se acercan a esta «poliédrica» disciplina. No otra cosa se merecen, muy especialmente, los alumnos de grado o de máster en las áreas del Derecho, de la Náutica y el Transporte Marítimo, o de la Ingeniería Naval Oceánica.

			De hecho, ya conocemos una primera iniciativa en este sentido, constituida por la meritoria quinta edición del Compendio de Derecho Marítimo, publicada por el profesor ARROYO MARTÍNEZ, en 2015. Llega ahora la obra aquí prologada.

			Conocí personalmente al profesor PULIDO BEGINES en el Congreso organizado por la Asociación Española de Derecho Marítimo, que se llevó a cabo en la sede del actual Ministerio de Fomento, en Madrid, en octubre del año 1999. Se trataba entonces de acordar ciertas directrices muy generales que, a juicio de la referida Asociación, habrían de servir de orientación al legislador para la realización de la, tantas veces proclamada y otras tantas aplazada, reforma de la legislación marítima. Y, ciertamente, así fue, por cuanto el Ministerio de Justicia acabó haciendo llegar las conclusiones del referido Congreso a la Sección Especial de Derecho de la Navegación, de la Codificación General de Codificación, que las valoró y utilizó como referencia, en cuanto que representativas de las opiniones del sector, para elaborar la estructura de la que luego llegaría a ser la «Propuesta de Ley General de la Navegación Marítima», 2004, antecedente de la vigente LNM.

			Recuerdo perfectamente las conversaciones habidas entonces con el profesor PULIDO y la excelente impresión que me causó su formación, su talento para el análisis jurídico y, sobre todo, su decidida vocación por el Derecho Marítimo, hasta el punto de que me permití augurarle que, al cabo de algunos años, llegaría a ser uno de los más destacados autores en el campo de la literatura jurídica de nuestra disciplina.

			El tiempo demostraría que el vaticinio aún se quedó corto, porque las virtudes de mi colega y amigo PULIDO, unidas a una encomiable perseverancia en el esfuerzo, le permitieron, no solo alumbrar un nutrido grupo de monografías de primer orden en el campo del Derecho Marítimo, sino que su autoría transcendió al área del Derecho Mercantil con una calidad tal que le permitió lograr la máxima categoría académica de catedrático de universidad. Es más, su inquietud intelectual y su indudable genio editorial no se agota en el campo de lo jurídico sino que le ha llevado también a los campos de la sociología, el periodismo y la politología, siendo numerosas sus colaboraciones en la prensa, amén de algún notable y atípico ensayo (por cuanto exhibe erudición), que he podido leer con deleite.

			Además de los muchos artículos publicados en las revistas jurídicas especializadas, me permito recordar aquí lo más granado de sus obras marítimas de amplio contenido monográfico: Los contratos de remolque marítimo, 1996; Las Averías y los accidentes de la navegación, 2003; La responsabilidad frente a terceros de las sociedades de clasificación de buques, 2007; El concepto de porteador efectivo en el Derecho uniforme del transporte, 2012.

			Todo ello explica la relativa facilidad y rapidez con que, tras la reciente entrada en vigor de la LNM, el autor ha conseguido elaborar y publicar este Curso de Derecho de la Navegación Marítima, con que el autor nos obsequia ahora. Ello solo es posible para quienes poseen un profundo conocimiento de la materia, producto de una larga trayectoria de dedicación y experiencia en la docencia y en la investigación jurídica.

			De forma sintética destacaría cuatro notas para caracterizar el nuevo Curso del profesor PULIDO: actualidad, amplitud, originalidad y claridad.

			En primer lugar, el Curso se presenta plenamente actualizado a la luz del Derecho marítimo vigente en España tras la promulgación y entrada en vigor de la LNM, combinando, armónicamente y con acierto, las fuentes de origen internacional, el Derecho marítimo de la UE, y las propias normas de origen interno, no solo las de la propia LNM sino también las que constituyen lo que él denomina «Derecho marítimo administrativo», que, en virtud del nuevo sistema de fuentes consagrado en aquella Ley (segundo párrafo del artículo 2.1 de la LNM, casi calcado del recogido en el Código de la Navegación italiano y en la Ley de Navegación argentina) ha de entenderse integrante de la legislación «complementaria» a que se refiere el citado precepto (básicamente y en lo fundamental, el «Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante», la «Ley de Costas», y las numerosas disposiciones de rango reglamentario dictadas para su desarrollo y aplicación).

			El profesor PULIDO ha sabido interpretar cabalmente el referido sistema de fuentes ya desde el primer Capítulo de su nuevo libro, cuando predica la especialidad del Derecho Marítimo como un Derecho autónomo, afirmando que el legislador ha optado por la creación de una nueva rama del Derecho, inspirada por principios propios y dotada de autonomía orgánica y legislativa.

			Personalmente coincido con esa apreciación, al menos en cuanto a la afirmación de la autonomía legislativa, formal o externa, que el Derecho marítimo español ha alcanzado por obra de la LNM, al agrupar, de forma orgánica y sistemática y en torno a principios y fuentes propias, el conjunto de las normas básicas reguladoras de la navegación por mar, como sector especial de la realidad económica y social. No obstante, me permito aprovechar esta oportunidad para añadir que nuestro Derecho marítimo sigue careciendo de parangón con las ramas tradicionales del Derecho en la medida en que no ha alcanzado las llamadas autonomías didáctica (seguimos sin catedráticos de Derecho Marítimo) ni jurisdiccional (seguimos sin juzgados de lo marítimo).

			En segundo lugar, basta echar un vistazo al índice de la obra para comprobar su amplitud, que, en este caso no está reñida con la limitada extensión exigible a un libro diseñado como curso universitario. A diferencia de lo que sucedía con las anteriores Instituciones publicadas por el autor, el Curso contempla y explica prácticamente todas las instituciones del Derecho marítimo público (régimen jurídico de la navegación por los distintos espacios marítimos, administración marítima, ordenación administrativa de la navegación, seguridad y la protección marítima) y privado (estatuto jurídico del buque, sujetos de la navegación, contratos de utilización del buque, contratos auxiliares de la navegación, accidentes marítimos, limitación de la responsabilidad y contrato de seguro marítimo), sin olvidar las especialidades procesales que presenta el nuevo Derecho de la Navegación Marítima.

			La originalidad de la obra es la tercera de sus características. Tal como viene siendo habitual en las publicaciones del autor, este no se limita a transcribir el contenido normativo sino que se detiene en la crítica y denuncia, siquiera sea indicativa, de los problemas de interpretación o de las lagunas detectadas, tomando postura sobre ellos y ofreciendo soluciones, de índole original y siempre arropadas de una acertada argumentación.

			La claridad es la cuarta y no menos importantes de las virtudes del Curso y presenta una doble vertiente, sustantiva y formal. En cuanto a la primera, el autor suele referirse a los antecedentes y a la ratio de las diversas instituciones, explicando cuáles son los posibles conflictos que aquellas están llamadas a resolver. Y, desde una perspectiva formal, nos encontramos con un lenguaje, que, sin menoscabo alguno de su rigor jurídico, es tan claro y sencillo, que resulta muy asequible incluso para quienes carecen de una formación jurídica general, como puede ser el caso de los estudiantes de náutica o de ingeniería naval.

			Por todo ello presiento que esta nueva publicación del profesor PULIDO BEGÍNES alcanzará un notable éxito de difusión. Así lo deseo sinceramente, al tiempo que me complace recomendarla, sin reservas, como libro de consulta para todos los estudiosos de nuestra disciplina y, muy especialmente, como manual de referencia en todos aquellos grados y cursos de master universitario que incluyan en sus programas el estudio del Derecho de la Navegación Marítima.

			Torrelodones, 19 de marzo de 2015

			JOSÉ LUIS GABALDÓN GARCÍA

			Exprofesor Numerario de Derecho Marítimo

			Profesor Titular de Derecho Mercantil

			Universidad Carlos III de Madrid
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			CAPÍTULO 1

			INTRODUCCIÓN

			1. CONCEPTO DE DERECHO DE LA NAVEGACIÓN

			En el Derecho marítimo, la delimitación de la materia que lo conforma siempre ha sido particularmente compleja. Buena prueba de ello es que ni siquiera exista una terminología uniforme para denominar esta disciplina. Mientras algunos hablan de Derecho marítimo, a secas, otros emplean el término Derecho comercial marítimo y otros la expresión más moderna de Derecho de la navegación marítima. Estas diferencias no son resultado de una mera preferencia estética o lingüística, sino de una toma de posición científica respecto al concepto y la delimitación del campo propio del Derecho marítimo. Así, la noción Derecho comercial marítimo suele emplearse en el marco de una concepción de la disciplina entendida como régimen del comercio por mar, en la que el naviero es el sujeto, el buque mercante el objeto y el fletamento el acto jurídico central. Sin embargo, quienes utilizan el término Derecho marítimo o Derecho de la navegación trabajan desde una visión más amplia de la materia, que comprende tanto aspectos de Derecho público como de Derecho privado y que en algunos casos incluye en el mismo régimen a la navegación marítima y a la aérea.

			Con todo, el concepto tiene un valor sólo relativo. Toda idea se formula en unas determinadas coordenadas espacio-temporales y, como tal, también la noción de Derecho marítimo es una realidad contingente, sometida a los condicionamientos propios del lugar y del momento en que se propone. Por eso, la polémica suscitada en torno a la determinación científica del concepto obedece, en buena medida, a la diversidad de las perspectivas desde las que se aborda la labor de conceptuación jurídica.

			Prescindiendo de polémicas doctrinales, por lo demás de escasa utilidad, en esta obra partiremos de un concepto de Derecho marítimo determinado por el hecho legislativo, esto es, por lo que establece la legislación vigente en España: la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima (LNM).

			El nuevo Derecho español de la navegación es, sin duda, un Derecho especial. Tan especial, que presenta los caracteres propios de un Derecho autónomo. Cabe interpretar que lo que la ley acomete es la creación de una nueva rama del Derecho, el Derecho de la navegación, que se pretende sea completo y autosuficiente en su regulación. Se introduce así en nuestro Derecho la nota de particularismo que buena parte de la doctrina considera como propia de esta materia.

			El legislador ha optado por la creación de una rama inspirada por principios propios y dotada de autonomía orgánica y legislativa. A tales efectos, proclama la autonomía de fuentes en el artículo 2 LNM, precepto que después será comentado con más detalle.

			En ese mismo artículo 2 se dan, además, unos criterios prioritarios especiales de interpretación: en todo caso, para la interpretación de las normas de esta ley se atenderá a la regulación contenida en los Tratados Internacionales vigentes en España y a la conveniencia de promover la uniformidad en la regulación de las materias objeto de la misma. Se trata de un precepto inspirado en el artículo 3 de las Reglas de Hamburgo, con la finalidad de dirigir el criterio de interpretación judicial; pero el legislador español va más allá, pues refuerza ese canon de interpretación con un mandato imperativo.

			Esta regulación es fruto de la intención del legislador, expresada en la Exposición de Motivos, de homogenizar el Ordenamiento jurídico interno con el Derecho Marítimo Internacional, adoptado por los países de la Unión Europea y la OCDE, algo clave en un tráfico caracterizado por la transnacionalidad. Con ello se pretende, también, proporcionar seguridad jurídica, al garantizar la coordinación entre las normas españolas, europeas y los convenios internacionales vigentes, tanto de Derecho Público como Privado, facilitando la interpretación unívoca de esas normas por los Tribunales y acabando con la criticada dualidad de regulaciones que existía en muchos ámbitos en el Derecho derogado. Como consecuencia, los Tratados Internacionales y el Derecho de la UE resultarán en lo sucesivo de aplicación prioritaria en el campo de la navegación marítima, sin que frente a ellos pueda invocarse cualesquiera otras normas jurídicas, excepto las contenidas en la Constitución, en virtud de lo dispuesto en el artículo 9.1 de ésta.

			Según dispone el artículo 1.1 de la LNM, el objeto de la ley es la regulación de las situaciones y relaciones jurídicas nacidas con ocasión de la navegación marítima. Es decir, la nueva ley no regula el Derecho marítimo, sino algo más restringido: el Derecho de la navegación, uno solo de sus aspectos, aunque fundamental. Todas las instituciones comprendidas en la ley comparten un rasgo común: su existencia responde a la exposición efectiva de personas y patrimonios a los riesgos del mar. El Derecho de la navegación se articula en torno a los riesgos de la navegación marítima y es producto de las necesidades que de ello se derivan.

			Quedan fuera de él cuestiones como buena parte del Derecho del mar. Quizás esta opción sea la correcta, si tenemos en cuenta que el Derecho del mar es una rama del Derecho internacional público que cuenta con una codificación internacional propia (la Convención de Naciones Unidas de Derecho del Mar) e incluso con un Tribunal propio: el Tribunal Internacional de Derecho del Mar, con sede en Hamburgo.

			El nuevo Derecho de la navegación habrá de convivir, además, con otra parte importante del Derecho marítimo que está fuera de la LNM: el Derecho marítimo administrativo, que en España se encuentra regulado principalmente en la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante y en la Ley de Costas, con su compleja y heterogénea normativa de desarrollo.

			Por otra parte, el legislador español también ha empleado elementos de delimitación negativa de la materia en el artículo 3 LNM, al disponer que las disposiciones de esta ley no se aplicarán a los buques y embarcaciones de Estado, incluidos los de guerra, salvo que en ella se establezca otra cosa. A tales efectos, se consideran buques y embarcaciones de Estado los afectos a la Defensa Nacional u otros de titularidad o uso público, siempre que presten con carácter exclusivo servicios públicos de carácter no comercial. Por su parte, son buques de guerra los buques de Estado adscritos a las Fuerzas Armadas, que lleven los signos exteriores distintivos de los buques de guerra de su nacionalidad y que se encuentren bajo el mando de un oficial debidamente designado por el Gobierno de su Estado, cuyo nombre esté inscrito en el escalafón de oficiales o en un documento equivalente y cuya dotación esté sometida a la disciplina de las Fuerzas Armadas regulares. El Derecho de la navegación marítima regulado en la LNM es, por consiguiente, el de la navegación «civil», no la militar.

			Nuestro legislador ha optado, en definitiva, por un concepto restringido de la materia, que ha venido siendo defendido por un sector relevante de nuestra doctrina. Pero debe tenerse en cuenta que, precisamente por ello, habrá partes del Derecho marítimo español que no están comprendidas en la LNM.

			El nuevo Derecho «marítimo» español aparece ligado a la navegación, pero su especialidad no siempre deriva de la actividad navegatoria en sí misma considerada, ya que esta tarea se puede realizar también en los ríos y no por ello forma parte de esta regulación especial. La utilización del criterio de la singularidad del espacio físico donde se lleva a cabo la navegación marítima como elemento delimitador del objeto del Derecho marítimo excluye de éste el estudio de las relaciones jurídicas que se desarrollan en un espacio distinto al mar, como es el aéreo o el fluvial, aun cuando algunas de sus normas puedan extenderse por razones de analogía.

			A ello se refiere el legislador cuando en el artículo 1.2 de la LNM precisa que Además de la que se realiza por las aguas del mar, también se considera navegación marítima la que se lleva a cabo por las aguas de los ríos, canales, lagos, o embalses naturales o artificiales, cuando sean accesibles para los buques desde el mar, pero sólo hasta donde se haga sensible el efecto de las mareas, así como en los tramos navegables de los ríos hasta donde existan puertos de interés general. Queda así incluida la navegación por el río Guadalquivir hasta el puerto de Sevilla dentro de su ámbito de aplicación. Fuera de estos casos, la navegación por las aguas interiores se regirá por la legislación reguladora del dominio público hidráulico y por las demás disposiciones que le sean de aplicación.

			2. BREVE APUNTE HISTÓRICO

			El Derecho marítimo surge como respuesta a las exigencias estructurales y materiales del transporte y comercio marítimos. Las normas jurídicas reguladoras del transporte marítimo han venido determinadas en cada momento histórico principalmente por dos factores: por la organización económica de la industria navegatoria y los condicionantes técnicos del ejercicio de la navegación. Naturalmente, estos dos elementos son variables y cambian en el tiempo y en el espacio; por eso, cualquier análisis histórico de las normas marítimas parte, en la valoración de épocas concretas, del trazado de una línea general sobre la evolución global, respecto a la cual pueden delimitarse unas áreas geográficas más atrasadas y otras más avanzadas.

			Paradójicamente, pese a la mutabilidad de las formas económicas de organización de la explotación de los buques y de la estructura técnica del transporte marítimo, el Derecho destinado a disciplinar estas realidades ha mostrado a lo largo de la historia una extraordinaria estabilidad, e incluso «inmutabilidad», en opinión de significados autores.

			Tradicionalmente, la opinión mayoritaria ha defendido que el Derecho marítimo nace como Derecho especial en la Baja Edad Media, como manifestación particular de la incipiente Lex Mercatoria promovida por el renacer del comercio. Pero esta opinión no puede hoy aceptarse. Desde principios del siglo XX algunos autores ya venían manifestando que no era posible encontrar en el Derecho civil común el origen de las reglas del Derecho marítimo, no porque nacieran con posterioridad a éste, sino, justo al contrario, porque se trata de un Derecho especial al menos tan viejo como el Derecho civil, que se ha regido siempre por reglas especiales, cuyos más remotos orígenes pueden encontrarse en el Derecho babilónico, hindú y fenicio.

			Por otra parte, también parece generalmente aceptado en la actualidad que la formación autónoma de muchos institutos jurídico-marítimos que tiene lugar en la Edad Media no se produjo ex novo, sino que surgieron, en muchos casos, de un núcleo común integrado por costumbres de diversas procedencias, entre las que el mayor peso específico lo aportarían las de Derecho greco-romano.

			En cualquier caso, resulta evidente que los precedentes más inmediatos de nuestras actuales leyes marítimas hay que buscarlos en la Baja Edad Media. En esta época, restablecimiento del tráfico comercial, sobre todo por vía marítima, cobra un progresivo y ya ininterrumpido auge, que demanda soluciones jurídicas que ya no encuentran cauce en las normas heredadas de la antigüedad, y así es como empieza a perfilarse la distinción entre la legislación terrestre, que observa en buena medida las pautas del Derecho romano, y la legislación marítima, con perfiles propios.

			Los cambios políticos y tecnológicos, así como los económicos (operados especialmente a raíz de la aparición del comercio con las Indias), determinan en buena medida la evolución del Derecho marítimo a lo largo de la Edad Moderna. En esta época se produce una acusada intervención de los poderes públicos sobre el sector marítimo, dirigida fundamentalmente al fomento de la armada y de la marina mercante. Ello conlleva a la centralización de la normativa marítima. En este punto, el pensamiento ilustrado crítico se propone vencer la oscuridad y dispersión de las normas que regulaban el comercio y el proceso mercantil, por arcaicas, incompletas y ambiguas e incluso contradictorias, a fin de superar la indeterminación procesal. Asimismo fueron también objeto de denuncia la arbitrariedad y la falta de aptitud de los mercaderes para juzgar determinados casos, lo que animó a diversos gobernantes a promover la participación de asesores letrados, con más o menos protagonismo, según los casos, cuando los procesos se ventilaban ante tribunales consulares.

			La necesidad de centralizar las leyes e instituciones del comercio se deja sentir en la mayoría de los Estados europeos; casi todos ellos acometieron con mayor o menor intensidad la tarea unificadora y de desarrollo de leyes marítimas nacionales, y en algún caso, como sucedió en Francia, el propósito culminó con éxito, gracias a la centralización colbertista. También a España llegó, a lo largo del siglo XVIII, el fenómeno unificador, en el marco de la política centralizadora de la monarquía borbónica, si bien con un alcance limitado y con pocos y tardíos logros, debido quizás a la mayor resistencia que ofrecían, en una sociedad tan conservadora, las instituciones del Régimen absolutista, entre ellas los consulados, recelosos a la hora de abandonar sus propias Ordenanzas. Pero, con todo, también en España se aprecia una indudable tendencia general hacia la centralización, que presenta múltiples manifestaciones, como la extensión del uso de las Ordenanzas de Bilbao de 1737.

			El principal rasgo del nuevo Derecho de los negocios y, en particular, del Derecho marítimo, universal hasta ese momento (ius mercatorum), es que empieza a «nacionalizarse» con la constitución de los Estados centralizados. Esta nueva circunstancia, sin embargo, no va significar, todavía, un cambio en la configuración del Derecho marítimo como Derecho general de la navegación marítima.

			En la época de la codificación, junto al rasgo de la nacionalización que caracteriza al Derecho marítimo de la Edad moderna, aparece un nuevo elemento, igualmente significativo para la evolución del Derecho marítimo: el de su transformación en Derecho del comercio marítimo. El Derecho marítimo que se incluye en el Code de commerce francés (y, posteriormente, en el Código de comercio español de 1829 y en casi todos los que siguen la estela marcada por la codificación comercial napoleónica) es el que puede denominarse Derecho marítimo privado, porque sus codificadores sólo consideraron, como núcleo esencial del Derecho marítimo, el transporte comercial marítimo, prescindiendo del resto de aspectos implicados en el tráfico. De esta forma, el Derecho marítimo se convierte en Derecho comercial marítimo, quedando fuera de los Códigos instituciones de larga raigambre marítima, como el practicaje o el remolque. Esta asimilación parcial supuso una ruptura con la tradición que representaba la Ordenanza de la Marina de 1681, caracterizada por reunir en un cuerpo legal unitario todas las disposiciones reguladoras de la navegación marítima, fueran de carácter público o privado.

			El Derecho marítimo más moderno se distingue por su motivación de respuesta frente a las limitaciones que presenta el Derecho marítimo codificado: el nacionalismo y su carácter estrictamente privado. Además, es un Derecho que busca imprimir a la cuestión marítima una nueva fisonomía, adaptada a las nuevas formas de organización de la empresa de navegación. Tres son, pues, los rasgos destacables en esta etapa:

			1. Progresiva superación del nacionalismo. La utilidad del Derecho marítimo tiene una innegable dimensión supranacional. Es precisa y urgente la formulación de un Derecho marítimo uniforme, todavía en fase de gestación; la normativa sobre el transporte, por ejemplo, es compleja, heterogénea y su regulación se halla dispersa en función del modo (transporte marítimo, terrestre, aéreo, por ferrocarril o fluvial), del objeto (transporte de mercancías o pasajeros) y del lugar (transporte nacional o internacional). La articulación de una regulación uniforme del transporte es una vieja aspiración que, aun cuando aún hoy representa un empeño difícilmente alcanzable, no debe ser abandonada.

			Analizando la Lex Mercatoria con una perspectiva contemporánea, se aprecia la tendencia hacia su uniformidad. En los últimos años, se han aprobado e incorporado a nuestro Ordenamiento gran número de normas internacionales que afectan a cuestiones tradicionalmente consideradas como de «Derecho privado» (transporte marítimo, limitación de responsabilidad, embargo de buques, etc.) y ponen de manifiesto que las necesidades sentidas por el sector marítimo son similares en cualquier Estado (con la salvedad de la contraposición de intereses entre países cargadores o importadores y países armadores). Mayor retraso se aprecia en el desarrollo del Derecho marítimo público, aunque en las últimas décadas, gracias a labor de la OMI y de la UE, asistimos a un verdadero aluvión de normas sobre seguridad marítima, como veremos en la lección correspondiente.

			2. Tendencia expansiva del contenido normativo del Derecho marítimo, que experimenta desde comienzos del siglo XX una considerable ampliación, desbordando los estrechos cauces del Código de comercio.

			La extensión del campo marítimo obedece, sobre todo, a un creciente interés público por este sector. Las normas marítimas consideradas de «carácter público» se han multiplicado como consecuencia de la afirmación de principios que han ido informando buena parte de las instituciones del Derecho marítimo, o que motivan el nacimiento de otras nuevas. Es el caso, por ejemplo, del principio de seguridad en la navegación que preside gran parte de la reciente normativa, internacional e interna, y se proyecta sobre temas tan diversos como la construcción de buques, el pasaje, el transporte de mercancías, el practicaje, la prevención de abordajes, la protección del medio marino, la titulación o capacitación profesional del personal marítimo, el régimen laboral, policía marítima, el salvamento marítimo, etc.

			El ensanche progresivo del moderno Derecho marítimo impide definitivamente considerarlo como disciplina que coincide con el Derecho del comercio marítimo, al comprender materias más diversas, de orden público y privado.

			En este marco, resulta dudoso si debe o no abandonarse la vieja pretensión decimonónica de albergar toda la normativa marítima en un único cuerpo legal. La multiplicidad de normas vigentes difícilmente puede ser reconducida a un solo instrumento, pero, no obstante, la tendencia actual apunta hacia la elaboración de leyes generales que comprendan, sino todas, sí al menos las principales normas jurídico-marítimas.

			3. Preocupación por la adecuación a las nuevas formas de organización de la empresa de navegación.

			Las innovaciones técnicas y económicas introducidas en el sector del transporte en los últimos años y, en particular, fenómenos como la concepción logística del transporte, el uso de contenedores, la agrupación de cargas, la multiplicación de los intercambios comerciales o el fraccionamiento y la complejidad de las operaciones, han creado un escenario distinto, con nuevas necesidades a las que el Derecho debe atender. Junto a la aparición de diferentes problemas, se ha reavivado el interés por temas ya clásicos del Derecho del transporte, como la noción de porteador o la regulación de los supuestos de participación concurrente de transportistas, muy frecuente en el tráfico actual. Hoy existen numerosas fórmulas de colaboración entre los empresarios de transporte para reducir los costes y optimizar los recursos en un mercado cada vez más tecnificado y competitivo. Es habitual que las operaciones de transporte internacional requieran la participación de una pluralidad de transportistas, bien porque el porteador inicial subcontrate una parte o la totalidad del desplazamiento, o bien porque el trayecto demandado deba ser ejecutado en diversas etapas, encomendadas a porteadores diferentes, de tal manera que existe una multiplicidad de contratos celebrados con un mismo objetivo: el traslado de mercancías.

			En la moderna práctica empresarial, el transporte no es un elemento aislado, sino parte de un proceso económico y técnico más complejo, al que suele denominarse logística, haciéndose con ello referencia al conjunto de actividades necesarias para el almacenaje y desplazamiento de cargas, incluyendo tareas como la consolidación de cargas de distintas procedencias y su distribución hacia destinos también diversos, que suponen la prestación de una serie de servicios de alto valor añadido respecto al transporte en sentido estricto. Como lógica consecuencia, se amplía el contenido de la actividad empresarial dedicada al transporte, puesto que el tráfico actual demanda una logística completa que atienda a las necesidades del transporte puerta a puerta y a otras realidades incipientes. Esta nueva concepción del transporte exige la coordinación con todas las prestaciones accesorias que conlleva: contratación de seguros, redacción de documentos, tránsitos aduaneros, recogida, almacenaje, manipulación, embalajes, manipulación, carga y descarga, entrega, etc. El resultado de este engranaje depende de la capacidad organizativa empresarial, imprescindible para ofrecer un servicio de transporte completo y eficaz, superando inconvenientes como el de la agrupación de cargas, el fraccionamiento de los itinerarios o la especialización de los porteadores efectivos.

			El transporte es cada vez más y sobre todo en algunas de sus modalidades, una prestación compleja que aúna la ejecución de una obligación principal, consistente en el traslado de una cosa de un punto a otro, y prestaciones accesorias muy diversas, encomendadas con frecuencia a empresarios especializados que colaboran con el porteador en régimen de independencia y que generalmente no pueden ser considerados como transportistas. Por este motivo, en las últimas décadas se ha producido una progresiva especialización de las empresas de transporte que ha propiciado la concurrencia de porteadores en una misma operación, dado que no siempre un único porteador puede con sus propios medios ejecutar todas las fases de la prestación. Además, el incremento del tráfico de mercancías entre lugares muy distantes, sobre todo en el tráfico terrestre, ha contribuido también a que las empresas particularicen su actividad en itinerarios concretos, apoyándose en otros porteadores para desplazar las mercancías hasta su destino final. En esta superposición de relaciones, la articulación del vínculo de colaboración que une a los distintos sujetos intervinientes puede seguir modelos diferentes.

			Así, la propia dinámica del tráfico ha generado la aparición de este nuevo tipo de empresarios del transporte, denominados de formas diversas (operadores o agencias de transporte, freightforwarders), cuya actividad se dirige más que al hecho de transportar en sí, a la organización de todas las actividades precisas para conseguir esa finalidad. Su papel es relevante en el proceso de agrupación de cargas con distinto origen y destino, que es el que permite un mejor aprovechamiento de la capacidad de carga de los medios de transporte y la consiguiente reducción del precio de los servicios. Los usuarios de los servicios de transporte obtienen más fácilmente el resultado final que persiguen acudiendo a un experto intermediario que se haga cargo de la operación de transporte en su conjunto y trate directamente con los diversos empresarios necesarios para la consecución de este fin, evitando que el remitente tenga que contratar personalmente con diversos porteadores. Estas grandes empresas mediadoras intervienen en relación con todo tipo de transportes y utilizan para el desplazamiento de las mercancías la ruta más apropiada, según cada caso.

			El surgimiento de los empresarios de la logística va indisolublemente unido a la multimodalidad y al empleo de contenedores. El transporte por medio de contenedores tiene gran incidencia en el problema de la determinación de los sujetos sobre los que pesa la responsabilidad derivada del transporte y del alcance de las obligaciones que asume el transportista. Si antaño la tendencia generalizada entre los transportistas era la de no hacerse cargo de las actividades complementarias del transporte, fueran previas o posteriores al desplazamiento, en la actualidad son muchos los empresarios que ofrecen unos servicios globales, incluyendo todas las actividades necesarias para ejecutar la prestación. De esta forma, adquiere relevancia el fenómeno del transporte «puerta a puerta», íntimamente ligado al uso del contenedor.

			En cuanto a la multimodalidad, uno de los factores contemporáneos que caracteriza al transporte internacional, plantea nuevos desafíos a su régimen jurídico, por la complejidad de las operaciones en las que intervienen operadores, mediadores, comisionistas, agencias de transporte, transitarios y otras figuras que se intercalan en la típica relación cargador-transportista, y por la utilización de clausulados de los que no siempre es posible inferir con claridad la naturaleza de la prestación contratada.

			Nuevamente, en definitiva, las circunstancias del tráfico promueven la adaptación del Derecho marítimo para encauzar los conflictos jurídicos que van unidos a estas innovaciones.

			3. NOTAS CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO DE LA NAVEGACIÓN

			La doctrina caracteriza al Derecho marítimo o Derecho de la navegación actual resaltando su estabilidad, su universalidad, su creciente permeabilidad al Derecho público y su especialidad o particularismo. Algunos de estos rasgos ya han sido tratados en las páginas que abren esta obra y nos aproximan al concepto de Derecho marítimo. Nos queda ahora ocuparnos del resto de cualidades que tradicionalmente distinguen esta rama del Ordenamiento.

			3.1. ESTABILIDAD

			A lo largo del tiempo, una de las notas más significativas del Derecho marítimo ha sido la estabilidad que muestran sus instituciones principales. Hasta hace poco, en efecto, el mantenimiento de las instituciones jurídico-marítimas se correspondía con la permanencia de las necesidades técnicas y económicas de la navegación. La estabilidad de la materia regulada determinaba la del Derecho que lo regía.

			Sin embargo, con ser cierta su presencia característica, la representatividad de este rasgo típico del Derecho marítimo, su inalterabilidad, comienza a perder progresivamente significación desde mediados del siglo XIX. Hasta poco después de la primera codificación mercantil, la técnica navegatoria seguía ofreciendo un estado sustancialmente semejante al de la época romana, pero la revolución industrial produce transformaciones de todo orden (técnicas, económicas y sociales), que afectan también a la navegación y a su Derecho y traen consigo importantes consecuencias jurídicas teniendo en cuenta el peso que las exigencias de tipo técnico tienen en la conformación del Derecho marítimo. Es por ello que difícilmente puede defenderse hoy el carácter estático del Derecho marítimo.

			La aplicación de las innovaciones tecnológicas a la ciencia navegatoria y al comercio marítimo tiene dos manifestaciones principales. De un lado, consigue reducir el riesgo y la incertidumbre de la navegación, como ya vimos, y, de otro lado, el avance tecnológico repercute en el transporte marítimo incrementando progresivamente su velocidad; aunque aún no puedan competir con los aéreos, ni siquiera con los terrestres, los viajes por mar son cada vez más rápidos. Esta es una circunstancia a la que la regulación marítima es especialmente sensible, porque sin duda la rapidez del tráfico es un requisito medular para la organización del transporte marítimo, en el que la rentabilidad económica sólo se alcanza mediante una explotación intensiva del buque que hace necesaria multiplicar las expediciones y cargar y descargar rápidamente para minimizar los grandes gastos que genera un buque parado.

			Con todo, puede afirmarse que algunas de las instituciones tradicionales del Derecho marítimo han permanecido junto a otras nuevas que cumplen funciones semejantes. De hecho, hay quien afirma que el Derecho marítimo no desecha las instituciones que va creando a lo largo de la evolución, sino que las acumula, y deja a la práctica la libertad para optar por su utilización. El ejemplo más significativo es el de la avería gruesa. Y es que las viejas instituciones, que muchas veces parecen moribundas, presentan una notable capacidad de adaptación a las nuevas necesidades, y por ello podemos seguir manteniendo, con las matizaciones apuntadas, la inclinación conservadora que las caracteriza y que se detecta en las dificultades que surgen al abordar la modificación de reglas marítimas consolidadas. Buena muestra de ello es el atraso que acusa el régimen uniforme del transporte marítimo respecto al aéreo o al ferroviario y el hecho de que ese régimen constituya en la actualidad una rémora para el logro de la deseada multimodalidad jurídica del transporte internacional.

			3.2. UNIVERSALIDAD

			Por la propia naturaleza del medio donde se lleva cabo el comercio marítimo, la propensión característica del Derecho mercantil hacia la universalidad se acentúa aún más en el Derecho marítimo. En este sentido, resultan muy significativas las palabras de PARDESSUS, recogidas en la época en la que el nacionalismo jurídico alcanzaba sus cotas más altas: «el peor Código marítimo sería aquel que sólo hubiera sido dictado por la influencia particular de las costumbres de un solo pueblo». El Derecho marítimo, si quiere servir para algo, ha de ser un Derecho ajeno a la ficción jurídica de las fronteras, pues el mar, elemento en el que halla su singularidad, lo es.

			La universalidad del Derecho marítimo deriva de dos realidades íntimamente ligadas. Por un lado, existe una innegable y sustancial identidad del hecho técnico de la navegación, que promueve la similitud funcional de las instituciones jurídico-marítimas. Por otro lado, la nota de universalidad procede también de la aspiración a una homogeneidad de esta rama del Ordenamiento que transcienda las diferencias de los diversos Derechos nacionales y el entorpecimiento que suponen en la consecución del sentido teleológico del propio Derecho en este campo de las relaciones. El enfoque internacionalista que suele aportar el Derecho marítimo es consecuencia de la progresiva expansión de la navegación y es un proceso en el que están interesados y colaboran estrechamente todos los sectores relacionados con la navegación marítima.

			Las formas utilizadas para uniformar este sector del Ordenamiento son de diversa naturaleza y alcance también distinto. El tradicional recurso a la creación de normas consuetudinarias ha sido hoy sustituido en buena medida por la aprobación de Convenciones internacionales y por la existencia de un Derecho de los formularios, al que posteriormente haremos referencia.

			3.3. INTERVENCIONISMO ADMINISTRATIVO

			La permanente integración de las normas de Derecho público y privado en el campo jurídico-marítimo es anterior al fenómeno moderno de la creciente intervención y control que el Estado viene ejerciendo desde principios del siglo XX en las actividades económicas, como anterior es el propio Derecho marítimo respecto a la distinción entre las categorías de Derecho público y Derecho privado.

			Ahora bien, la relevancia tradicional de las normas públicas dentro del Derecho marítimo se intensifica en la actualidad, hasta el punto de que casi todas sus instituciones se encuentran impregnadas por reglas de carácter público. El estudio del estatuto jurídico del buque, por ejemplo, requiere analizar el régimen administrativo del abanderamiento, matriculación y registro marítimo; la adecuada comprensión del papel que desempeña a bordo el capitán del buque no es posible sin conocer sus funciones públicas, y lo mismo puede decirse de todo lo relativo a la aptitud y cualificación de los miembros de la tripulación, que puede incidir en la navegabilidad del buque, pero que escapa del campo del Derecho privado.

			La separación Derecho público-Derecho privado es particularmente difícil en el ámbito del Derecho marítimo, en el que frecuentemente una misma institución se regula con la misma fuerza jurídica por normas públicas y privadas, dando origen a relaciones jurídicas que son a la vez públicas y privadas. De ahí la necesidad, no ya sólo conveniencia, de considerar las instituciones marítimas como una unidad compleja.

			4. LAS FUENTES DEL DERECHO MARÍTIMO

			4.1. FUENTES LEGALES

			4.1.1. De Derecho interno

			En nuestro Ordenamiento, la vigente disciplina interna del Derecho de la navegación se encuentra principalmente en la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima.

			El legislador español ha optado por la creación de una rama inspirada por principios propios y dotada de autonomía orgánica y legislativa. A tales efectos, proclama la autonomía de fuentes en el artículo 2 LNM: la presente ley se aplicará en tanto no se oponga a lo dispuesto en los Tratados Internacionales vigentes en España y en las normas de la Unión Europea que regulen la misma materia. De forma supletoria se estará a las leyes y reglamentos complementarios y a los usos y costumbres relativos a la navegación marítima. A falta de todo ello y en cuanto no se pudiere recurrir a la analogía se aplicará el Derecho común.

			Los usos y costumbres de la navegación marítima se constituyen así en segunda fuente del Derecho de la navegación, con prioridad sobre cualquier otra norma legal. La vigencia de esos usos habrá de ser probada en caso de que se invoquen ante los tribunales españoles, por alguno de los medios reconocidos en Derecho. En tercer lugar, el precepto invoca la aplicación de la analogía para colmar las lagunas del conjunto de la normativa marítima constituido por la propia LNM, los Tratados Internacionales y el Derecho de la UE, y los usos y costumbres de la navegación marítima. Por último, como fuente de cierre, hay una remisión final al Derecho común, al que habrá de acudirse «a falta de todo ello».

			4.1.2. De Derecho internacional

			Tanto los juristas como los operadores económicos han venido exigiendo e impulsando una regulación uniforme en la materia marítima. La uniformidad se ha logrado ya en muchos sectores del tráfico marítimo en los que operan diversos convenios internacionales. Pero esa deseada uniformidad también plantea complicados problemas jurídicos, originados por la coexistencia de una normativa nacional interna que se aplica a las mismas relaciones que la regulación internacional, en función de criterios que distan de ser claros en muchos casos. Por ello, con buen criterio, el legislador español ha introducido en el artículo 2 de la LNM elementos para evitar tales distorsiones. De un lado, se establece que la citada ley se aplicará en tanto no se oponga a lo dispuesto en los tratados internacionales vigentes en España y en las normas de la Unión Europea que regulen la misma materia. Del otro, se ofrece un criterio preferente de interpretación en favor del Derecho uniforme: para la interpretación de las normas de esta ley se atenderá a la regulación contenida en los tratados internacionales vigentes en España y la conveniencia de promover la uniformidad en la regulación de las materias objeto de la misma.

			En la actualidad son numerosísimos los Convenios internacionales reguladores de materias marítimas, cada uno de diferente alcance, tanto en su grado de aceptación como en su ámbito objetivo. Ello plantea un panorama muy complejo, en el que no siempre resulta fácil saber cuál es el Derecho sustantivo que resulta aplicable a un determinado conflicto de intereses.

			En realidad, hoy en día, en la esfera del Derecho marítimo internacional el problema no es tanto la ausencia de un cuerpo jurídico sustantivo como la ineficacia de ese Derecho, ligada a la ausencia de una verdadera voluntad de aplicarlo por parte de muchos Estados y operadores marítimos. Ello ha dado lugar a fenómenos muy singulares, como el control de buques por estado del puerto, con los que se busca garantizar la aplicación de las normas internacionales vigentes.

			4.1.3. El Derecho marítimo de la Unión Europea

			Hasta 1986 las normas dictadas en el ámbito comunitario en materia marítima estaban limitadas a la regulación del mercado del transporte y a la adopción de contramedidas en caso de restricciones a los armadores comunitarios en el acceso a los tráficos internacionales. Así, por ejemplo

			
			
			
			4.2. FUENTES CONVENCIONALES: EL PAPEL DEL DERECHO DE LOS FORMULARIOS
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